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CAP IT ULO 11I

Marco juríd ico e insti tu cion al para la protecc ión de los Pueblos In dígenas en

a isla miento volu ntario y aná lisis de rol es d e los actores: empresa, estado y pueblos

indígenas

El presente capitu lo pe rmite anal izar el marco j uríd ico e institucional de la Norm ativa

amb iental peruana que regu la la ac tividad hidrocarbur ifera, las mismas que se enmarcan

dentro de las disposiciones que constan en 1,15 leyes, reg lame ntos , decretos, acuerdos y

resoluciones que han emanado de la función legis lativa como de la ejecutiva; también

toma como instrumentos j ur ídicos internacionales, los convenios y los tratados , )' una

vez suscritos y para su validez deben ser ratificados po r un órgano competente y por

parte, se cuenta con de cla racio nes y manifiestos, conocidos como normas blandas que

contienen obligaciones, conductas y principios de tipo moral para los estados. A su vez

de que manera es tos instru mentos pueden ser uti lizados por las organizaciones

indígenas pa ra la protección de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario .cua ndo

las actividades extractivas se realizan en los territorios de estos pueblos y el rol

protag ónicc que juegan los tres actores, estarlo empresa y pueblos indígenas.

1. Marco J u ríd ico

1.1. Cons t ituc iún Polít ica de la República del Perú.

La Constitución Po lítica de la Republica del Perú, publicado en el Diario Oficial el

peruano, Reg istro Oficial No. De 28 de j ulio de 1993, a l contener las normas

fundamentales que amparan Jos derechos y libertades que organizan el estado, y las

instituciones democrátic as que impulsan el desarrollo económico y soc ial de l país . Bajo

estos preceptos , principios imp rescind ibles que constan en la cons tituci ón política, cuyo

texto guarda con relación sobre la protección del med io amb iente y la explotación de

recursos hidrocar bur iferas.

Así, a co ntinuación se procede a resumir los princi pales artículos referentes

relacion ados con la actividad hid roca rburifera y el medio ambiente .

• Articulo 2, inc iso 19, derecho a la identidad étnica y cultural.
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• Art iculo 2, inciso 22, de recho a gozar de un ambiente equ ilibrad o y adecuado al

desarrolle de la vida.

• Artic ulo 66, los recursos naturales se n patrimonio de la Nación .

• Articul o 67, la política nacional del am biente la determina el estado .

• Articulo 68, el estado esta obligado a promover la dive rs idad biológica asi

como el área natural protegida.

• Articu lo 69. el es tado prom ueve el desarrollo sos tenible de la amazoni a.

• Articu lo 89, la ex istenci a legal de las Comu nidades Nativas.

• Disposic ión Cuarta Final y Tran sitoria , interpretación de las normas relativa s a

los derechos y libertades de conformidad con la Declaración Unrversal de los

Derechos Humanos .

Uno de los derechos fundamentales de la persona es el que reconoce la identidad étnica

y cultural (Articulo 2. inciso 19). Este derecho cobra especial relevancia en un pais

culturalme nte dive rso com o el Perú .

La Constitución Política del Perú ha consagrado ent re sus derechos fundamentales de la

persona el derecho de gozar de un ambien te equil ibrado y adecuado para el desarrollo

de su vida, Articulo 2, inciso 22. Este derecho fundamental se sustenta en el equilibrio

que debe existir en tre el enlomo natural y la actividad económica que se real iza, de no

existir este equilibrio se produce una situación de daños socia lmente intolerables, daños

que debe una sociedad no permitir sino mas bien de corregir y m itigar los daños de los

contra rio se limitarl a el uso de l ambiente y la disponibil idad de los recursos naturales

para las terceras gene raciones (p resen te y futuras generaciones).

E l estado deberá promove r el desa rrollo sostenible de la urnazo nia de acuerdo el texto

constitucional del artículo 69, que forma parte de la legis lación adecuada para el

desarrollo sos teni ble que regula tanto los recursos energétic os como la institucionalidad.

Asimismo como parte de la legislaci ón adecuada para la a maz on ia establecida por la

constituc ión, se ha desarrollado una normarividad para la explotaci ón de los recursos

naturales que deberá apli carse en todo su contenido en co ncordancia con los artícul os

66,67, 68 Y69 del texto constitucional .

A partir de lo expuesto en esta síntesis secuencial de la constitución ,podrá observarse un

conjunto .respecto de los preceptos mas relevantes , apl icables al ámbito hidrocarbu rifero y

el medio ambien te los mismos que se concretan en:
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•

•

•

Principios cons titucionales fundamentales. derechos civiles y derechos colecti vos

que el estado debe reconoce r y garantizar.

Declaratorias referentes al ejercicio de derechos y de cumplimiento de obligaciones

respecto del medio ambiente, las mismas que tienen especial importancia. y la de

interés publico.

Responsabilidades administrativas, civiles y penales que correspondan a las

personas naturales o jurídicas, naciona les y extra njeras, la" acciones u omisiones en

contra de las normas de protecc ión al medio ambiente.

Estos principios adquieren especial significado, sobre todo a la consulta y al derechos

oportuno a la información en lo referente a la consulta, esto adquiere una garantía a favor

de los derechos colectivos de los pueblos indígenas, los mismos que deben ser consultados

sobre los planes y programas de prospección y explotación de recursos renovables y no

renovab les que hallen en sus tierras y que pueden afecta rles ambientalmente y

culturalmente, estas deben ser debidamen te garantizada por ley. Este derecho de la

consulta, se com plementa en las estipulaciones que constan en el artícu lo 6 del convenio

169 de la orr".

1.2. Co nvenio 169 d e la O[T

El Perú es uno de los firma ntes del Convenio 169 de la OIT, aprobado mediante

Resolución Leg islativa N° 26253 de 5 de Diciembre de 1993, Convenio Sobre Pueblos

Indígenas y Tribales en Países Independientes. Por lo tanto es una norma de

cumplimiento obligatoria para todas las autoridades.

• Articu lo 4, inciso 1, adopción de medidas especi ales que se precisen para

salvaguardar las personas , las inst ituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y

el medio ambiente de los pueblos interesados.

• Articulo 6, derecho a cons ulta a los pueb los interesados, mediante

procedimie ntos apropiados y en part icular a través de sus inst ituciones

represen tativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas

susceptibles de afectarles directamente.

H OIT, Convenio 169 sobre los pueblos indígenas y tribales en paises independientes, suscrito por el
gobierno peruano mediante resolución legislativa No.2625J , de 5 de Diciembre de 1993.
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•

•

•

Articu lo 12. inciso 2, adopción de medidas especiales en la protección de tierras

tradicionales.

Articu lo 13, inciso 1, obligación de los estados de respetar las culturas en su

re lación co n la.s tierras .

Articulo 15, protección de los recursos natura les en territorios ances trales.

Esta norma es una ley interna por lo que se debe dar cumplimiento obligatorio en

nuestro país. El convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo establece los

procedimientos de consulta que deben conduc ir los proyectos de invers ión que

desarrollen en los territor ios indígenas.

El Artículo 2 del convenio 16Q. establece que los gobiernos deberán tomar las medidas

que sean necesarias para de terminar las tierras que los pueblos interesados ocupan

tradicionalmeme y garantizar la protección efec tiva de sus derechos de propiedad y

posesión. En el caso de la protección efectiva de los derechos dc propiedad y posesión

no ha sido las mas adecu adas en las zonas de la región amazónica peruana donde se esta

llevando a cabo la explotación de los recursos hidrocarburiferos del lote 88 del proyecto

gas de Camisca por sobreponerse en el territorio de los pueblos indígena s en aislamiento

voluntario.

1.3.0ecrcfO. Ley 22175,l. ey d e Comun idades Nativas y C~I I1I IH.'s i n as

Establecen la estructura agraria para el desarrollo integral de las regiones de la selva y

ceja de selva. Esta ley reconoce los derechos ancestrales que ostentan las comunidades

nativas sobre muchas de las áreas que actualmente ocupan. Así, las entidades que

recibieron personalidad jurídica y títulos .:omunales a la tierr a en la selva peruana,

fueron en su ma yor parte creaciones de ley" . El convenio 169 de la Organización

Internacional del Trabajo establece los procedimientos de consulta que deben conducir

los proyectos de inversión que se desarrollen en territorios indigenas . El sistema jurídica

peruano, entró en su fase moderna por medio del decreto ley 20653 , esta Ley de

Comunidades Nativas y de Desarro llo Agrario de las Regiones de Selva y Ceja de Selva

de 1974, abrió por primera vez la posibilidad legal de entregar a los ind ígenas la

u Comparece el análisis interesante en: Ludcsc ber, B_,"L.associedades Indígenas de la Amazonia en el
Derecho Peruano": La comunidad Nativa-Instit ución jurídica y real idad soc ial "Law & Aotropology,
To mo 1,1986. Viena .
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propiedad plena de (os bosques y tierras que venian ocu pando, reconoc imiento de la

ex istencia legal, personería ju rídica y los derechos co munales a la tierra de la s

comunidades nativas de la selva peruana , utilizando criterios amplios para la

delimitación del territor io, incluyendo entre éstos. los múltiples usos del bosque (caza,

pesca, recolección). Dich a Ley garantizó la ina lienabili dad , inembargabilidad e

imprescri ptibilidad de las tierras comunales, así como su cará cter colectivo. Otorgó a las

autoridades indígenas e l poder jurisdicc ional para resolver asun tos litigiosos de mínima

cuantía. Eximió las propiedades territoriales indígenas de l pago de impues tos.

Determinó opcio nes preferenciales para que las comunidades dueñas de es tas tierras

pudieran consegui r cré ditos para sus proyectos de desarrollo, obtener licenc ias para la

explotación de "varéales" vecinos a las tierras comunales y amp liar sus territo rios, en la

eventualidad de que sus áreas actuales fueren insuficie ntes. La mencionada Ley

significó un importante avance en cuanto al reconoc imiento de la propiedad colectiva

indígena, pero sentó las bases para la atomizaci ón del terri tor io indíge na al trasladar el

concepto de la comunidad andina a una realidad soc ial di ferente. En la Amazon ia , cada

asentamiento indígena oc upa y ex plota un espacio que considera su háb itat inmed iato,

pero al mismo tiemp o com parte y utiliza con otros asentamientos indígenas, un

terr itorio determinado de mayor envergad ura. Al considerar a la comunida d nat iva como

la unidad territorial se desconoce la práctica ancestral de usufructo común del bosque,

de! rio y demás recursos Además esta Ley reprodujo, casi de forma exacta, la

concepción de las comunidades andinas, con sus formas de gobiern o, sistema de

tenencia de la tierra y toma de deci siones muy diferent es a la de los pueblos indígenas

amazónicos. La titulación de sus tierras, y el nuevo modeJo de organ ización socio­

política conllevo a una fragmentac ión legal de 105 territorios tradicionales de las
. .,

etnias .

El innegab le avance en favor de los derechos de las co munidades nat ivas puede verse

menguado por los art ículos 88 y 89 de la Constitución de 1993 y por la llamada Ley de

Tierras (1995) El orden constituciona l del 93 {An. 88 Y89). al abolir la inalienabilidad

H Segu n las clasificaciones del reglamento de la ley de comunidades nativa s, el dec rete supremo 003-79­
AA de 25 de enero de 1979, las com unidades puede n recib ir m ulos de propiedad solamente sob re tier ras
con act itud para ti cultivo o para la ganaderfa: sob re tierras con apt itud forestal , las com unidades pueden
recibir de rechos de uso, segun la leg islación foresta l del Perú . los recursos forestales son de dominio
publico . Este aspecto de la leg islació n indigenista peruana, que debilita los derechos de las com unidades
sobre la tierra .
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y la incmbargabilidad de las tierras indígenas y al relativizar [a imprescriptibilidad,

parece haber sustraído a la tradic ional legalidad indigena el más sólido e importante

reconoció la existencia legal de la comunidades nativas , pe rsonería jurídica y los

derechos comunales a la tierra de las comunidades nativas de la selva peruana, con la

finalidad de conformar núcleos de población, este programa fue implementado por el

mecanismo estatal Sistema Nacional de Movilización Social "SINAMOS". EL

programa estatal consistía en convertir a lo indígenas de la selva en pobladores

seden tarios y someterlos. al mismo tiempo, a los organ ismos estata les de la reforma

agraria". En este proceso gran parte de los territorios de las comunidades nativas no

fueron convertidos en tierras tituladas bajo la ley, sino definidos como tierras baldías,

en otras palabras tierras pert enecientes al estado.

A pesar de que la ley de Comunidades Nativas fue vista por muchos como un

importante avance en e l reconocimiento de los dere chos indígenas en el contex to

nacional y latinoamericano, queda el hecho de que esta ley no reconoció a los pueblos

indígenas ni a sus derechos como tales, si no que implantó un modelo que cambiaba los

patrones socio culturales de los indígenas. Esta ley y su derogatori a, el decreto Ley

22175, rr. anten iendo las líneas generales del Decreto Ley 20653. rompe 1'1 integridad

territoria l comunal y define que las áreas del territorio, cuya capacidad mayor sea

forestal o de protección, solo se concede en uso, mas no en propiedad.

lA. Co misión In teram er-i cau a d e los Derechos Huma nos

La comisión lnteramericana de los derechos Humanos ha visto con cierta preocupación.

e l acciona r de los estados miembros con relaci ón de la explotación de los recursos

hidrocarburiferos en terr itorio de Jos pueblos indígenas de parte de las empresas

petroleras, por la constantes amenazas que afectan los derechos y el bienestar de los

pueblos indígenas resultan ser particularmente agudas cuando proceden de los proyect os

de desarrollo de recursos, llámense proyectos conduc idos por el es tado o por

corporaciones . Estos proyectos y operaciones han tenido, y aun siguen ten iendo un

impacto devastador en los pueblos indígenas, menoscabando su capa cidad de auto­

sostenimiento tanto fisico como cultural. Por ende, no es ninguna coincidencia de que la

.~ Hay que menciona r que el Decreto Ley 20653 fue sustituido por el Decreto Ley 22 )75. Ley de
Comunidades Nativas y Desarrollo Agrario de las Regiones de Selva y Ceja de Selva. toda" ¡a vigente en
la actualidad.
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gran mayorí a de quejas presentadas por los pueblos indígenas ante los organismos

intergubemamenta les de derechos humanos estén relacionadas a violaciones de los

mismos como consecuencia directa de los proyectos de desarrollo de recursos. Es así

que el mismo Banco M undial Uno de los fi iancidores potenciales de estos proyectos de

inversión ha tenido que preparar di rectrices para minimizar los impactos que pudieran

ocasio nar en la ejecución de estos proyectos.

Pero estas violaciones no sola men te pertenecen al pasado; según comenta el Relator

Espec ial de la ONU :

"Con demasiad a frecue ncia, esos recursos se están extrayendo o
aprovec hando en beneficio de otros intereses (pe tróleo, m' nerta,
explotación maderera, pesquerías, etc.), con poco o ningún provecho para
las comunidades indígenas que ocupan la tierra. Aunque el Banco Mundial
ha elaborado directrices operacionales para sus propias activ idades en
relación con esos temas y en algunas legislaciones nacionales se prote gen
específicamente los intereses de las comunidades indígenas a ese respecto,
en muchos casos se pasan por alto los derechos y las necesidades de los
pueblos indígenas, lo que hace que éste sea W10 de los principales
problemas de derechos humanos con que se han enfrentado en los últimos
decenios"

Asimismo, se ha llegado a conc lusio nes simi lares respecto a los derechos de los pueblos

indígenas bajo los instrum entos interamcricanos de derechos human os, específicamente

bajo la Convención Americana de Derechos Humanos (1969) y la Declaración

Amer icana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948). El hecho de que los pueblos

indígenas han sido históricamen te discriminados y desfavorecidos, y que por lo tanto, es

necesario aplicar medidas especiales y de protección si es que queremos lograr que

disfruten plenamente de todos Jos derechos humanos que les corresponden, es una

coyuntura claramente establecida en el siste ma interamericano. Estas medidas

especiales necesarias, incluyen la protección de los idiomas indíge nas y de sus cultu ras,

econo mías, ecosistemas y recursos naturales básicos, prácticas religiosas, "t ierras

ances trales y com unales," y el establecimiento de un orden institucional que faci lite la

participación indígena a través de sus representantes.

Segun la CIOH, los derechos a la propiedad, incluyendo el derech o a la propiedad de los

pueblos indíge nas, derivan de Sl1S propios sistemas de tenenc ia de tierras, ocupac ión y

uso tradicional, y preexisten aún en la ausencia del reconocimiento forma l por parte del

Estado. En algunos casos se han relacionado estos derechos territoriales a la integridad

cultural, reconociendo de esta manera, el vínculo fundamental que exis te entre la
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tenencia i.idigena de la tier ra y la seguridad sobre tos recursos y el derecho a practicar,

desarrollar y a transm itir su cultura libre de toda interferenc ia inde seada . En 1997, por

ejemplo, la CrOH afirmó qUt': I1:

"La situación de los pueblos ind ígenas en el Oriente (afectados por la
explotación de hidrocarb uros ) ilustra, de una parte, la conex ión esencial
que man tienen con sus territorios tradicionales, y de otra, las violac iones a
los derechos humanos que am enazan cuando estas tierras so n invad idas y
cuando la tierra misma es degradada. .. . Para muchas cul turas ind ígenas,
la utilizac ión continuada de sis temas colectivos trad icionales para el
control y e l uso del territorio so n esencia les para su su pervivencia, así
como para e l bienestar ind ividual y colectivo. El co ntrol sobre la tierra se
relaciona tanto con su capacidad para obtener los recursos que suste ntan la
vida, como para ' el espacio geográfico necesario para la reproducc ión
cultu ral y social de l grupo" .

Con relación " la situació n de los derechos humanos en el Perú , sobre la explotación de

los recu rsos hid rocarbu rifcros en tierr as de las comunidades nativas La CrOH, ha

manifestando que:

" La tierra , para Jos pueblos indígenas, es una con dic ión para la seguridad
ind ividual y su víncu lo con el grupo. La recuperación, reconoc imiento ,
demarcación y registro de las tierras represen tan derechos esenciales para
la supervi venc ia cultural y el manten imien to de la integridad

. . ,, 48
com urutana.

Es así que en tre los pueb los indí genas ex iste una tradición comunitar ia sobre una forma

comunal de la prop iedad colectiva de la tierra, en el sentido de que la pertenencia de

ésta no se centra en un individuo sino en el grupo y su com unidad. Los ind ígenas por el

hecho de su propia existencia tienen derecho a v ivir libremente en sus propios

territor ios ; la es trecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe de ser

reconoc ida y co mprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual,

su integr idad y su supervi venc ia eco nómica. Para las com unidades ind ígenas la relación

con la tierra no es meram ente una cuestión de posesión y producción sino toda una vida

para pod er seg uir man teniendo la superv ivencia cultural y co mo pueblos.

El desarro llo industri al y económ ico a gran esca la, ha ven ido perjudicando, hoy con mas

fuerza él los pueblos ind ígenas , ni siq uiera sin reconocer ni respetar los derechos

indígenas a las tie rras . los terr itori os y los recursos naturale s. Por lo general , el

desarro llo económico ha sido impuesto desde afuera, pasando por a lto los derechos de

u Informe Anua l de la CIDH. 1997.
~A CIDH. Segu ndo Informe sobre la situac ión de derechos Hum anos en el Perú, 1997.
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los pueblos indígenas a participar en cI control , la participación y la toma de dec isiones

cn el asunto que atañe su desarrol lo.

El derecho internacional de derechos humanos usigna a los es tados, oblieaciones cla ras

y sustanciales respecto a la ex plotación ele recursos natura les en tierras y territorios

indígenas: 1..'1Comité de Derechos Humanos de la ONU ha manifestado que la libertad

de la que goza un estado para promover el desarrollo económico está limitado por las

obligaciones asumidas por dicho estado bajo derecho internac iona l de derechos

humanos. La Com isión Interarnericana de Derechos Humanos ha observado que (as

polí ticas del estado y In práctica relacionada a la explotación de recursos natura les no

puede ejec utarse dentro de IIn vuclo que ignora sus obligaciones de derechos humanos,

así como también lo man ifiestan la Com isión Africana de los Derechos Humanos y de

los Pueblos, y otros organismos intergubernamen talcs de dere chos humanos. En otras

palabras. los estados no tienen ningún derecho de j ustificar las violaciones de los

derechos de los pueblos indígenas bajo el pretexto de desarrollo naciona l. El principio

básico, ratificado en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena 19( 1)

establece que "El desarrollo propicia el disfrute de todos los derechos humanos, pero 111

falta de desarrol lo no puede invoca rse corno j ustificación para limitar Jos derechos

humanos internacionalmente reconocidos.t'Sin embargo muc has exp lotaciones de los

recursos no renovab les se desarrollan sin reconocer los derechos de los pueblos

indígenas. ni mucho menos el respeto ;;J I territorio de los pueblos indígenas que se

encuentran en aislamiento vo luntario, como es el caso del proyecto gas de Cam isea que

se encuentra so bre posicionado el 75% dentro de la RNK, que exis te un desplazamiento

forzado a es ta población de sus territorios que anccstralmenre han ven ido ocupando, las

mismas que estos actos están co ndenados por el co nvenio internacional con tra el

genocidio .

1.5.Convelld cín sobre Gl'nncidio

La convención sobre genocid io fue aprobada por la Organización de las Nacion es

Unidas ONU. en 1948 y rati ficado por Perú en 1959, el 29 de Diciembre mediante

Resolución Legislativa No .13288 , esta convención incluye a grupos raciales. El

Genoci dio es cata logado un crimen contra (a humanidad , con el propósi to de destruir
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total o parcialmente un grupo nacional. étnico o relig ioso cuando efectuara cua lquiera

de los siguientes hec hos:

• Muerte de mie mbros del grupo

• Lesión que afecte gravemente la integ ridad física y mental de miem bros del

grupo

• Som etimie nto de l grupo o de miembro del mismo , a condiciones de existencia

que pue da produc ir sil destrucc ión flsica, toral o parcial.

• Desplazamien to Co mp ulsivo de niños o adu ltos de l grupo, a o tro grupo

• Medid as dest inadas a esteriliza r a miem bros de l grupo o cualquier otra manera

de impedi r su reprod ucción.

Además, la Subcomisión de prevención de discriminació n y protección a las minorías,

en su examen técn ico sobre el proyecto de declarac ión sobre los Derechos de los

pueb los indígenas de ONU se ñala que las poblaciones ind ígenas son partic ularmente

vulnerabl es al genocidio y sugie re co ncordar este derecho con el art icu lo 3 de la

Decla ración Universal de los Derechos Humanos. relativo a la vida, la libertad y la

seguridad de [as personas.

Frent e a es te argumento de las herramientas legales pertinentes, el proyec to del Gas de

Camlseu. estar ía incu rrie ndo en el delito de genoc idio por explotar recursos

hidrocarburiferos en territorio dc las com unidades indi genas en Ais lamie nto volu ntario,

y por desplazamiento fo rzoso. en cuanto por es tar dentro de la rese rva los po7.m de

Gas. y la instancia más favora ble resultaría, el case camisea e l sist ema de protección de

la OEA, para la protección de la vida y la sa lud de estos pue bles que se enc uentran en

vulnerabi lidad .

1.6.Cód igo Pena l [sob re el delito de Ge nocidio)

Los derechos constitucionales tienen leyes de cump limien to (en leyes especiales o en

códigos generales) y, muchos de ellos . su violación está tipifi cada co mo un de lito en el

Código Penal, Decre to Legislativo 653, uno de cuyos principios generales esta blece

que un bien j uríd ico queda lesionado , también, cuando es puesto en pe ligro .

En es te caso los del itos eco lógicos en el Código Penal (Decreto Legislati vo No 635 del

08-04·9 1) co ntiene todo un Título, el Titulo XIII con pre visiones sobre de litos ecológicos
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aunque, como se verá. su aplicación pasa . entre otras muchas vicisitudes, por el filtro del

sector ministerial asociado a las propias empresas mineras o pet roleras.

El Código del Medio Ambiente, en su Capítulo XXI establecí a Ull régimen doble, de

sanciones administrat ivas y de penas por acciones conceptuadas como delitos

ambie ntales, e incluso un sistema de penali zaciones que ha acabado incorporándose al

Código Penal (el Título XIII de l Libro Segundo), y que el Decreto Legis lativo 757, en su

Primera Disposic ión Fina l, derogó.

Con el propósito de tutelar el derecho del ser humano a un ambiente sano, el Código

Penal Peruano de 199 1, incorpor ó la tipificación de nuevas conductas del ictivas, los

delitos ecológ icos, defin idos como la lesión al medio ambiente y a los rec ursos naturales ,

reconocidos como bienes ju ríd icos de carácter socioeco nómico. (Artículos 304 al 314 del

Código Penal, Decreto Legis lativo N I 653 del 08-04-91)

A pesar de este buen propó sito, el Código no ha garantizado la tutela del bien jurídico,

porque se trata de leyes penales en blanco, que necesitan para la tipificación del deli to de

la existencia de otras normas extra-penales. cuyo orige n, validez y vigencia no se

conocen . En este caso, la tipificación de los delitos ecológicos, es decir, la sanción penal

por contaminación del med io ambie nte sólo se hace posible a partir de un punto

determi nado, de un máximo permisible. de grados aceptables de contaminación, cuya

de terminac ión del rango , se deja en manos de la au toridad admin istrativa o a la volun tad

polí tica del gobie rno.

De tal modo que si estos parámetro s no se dan, la ley queda como un simple acto

declarativo, o una aspiración que puede ser una realidad siempre que haya la voluntad

política del gobernante . Esta ausencia en la norma, const ituye un vacío de carácter

sus tantivo, que va a determinar su capacidad de hacer respetar su cum plimiento, esto es,

de hacerse coercible, es decir que en caso de inobservancia es posib le hacer valer la ley

con la fuerza, sin el cual no se puede hablar de juricidad, o como afirm a Del Vecchio, allí

donde fa lta la cohcrcibilidad, falta también el Derecho.

Al mismo tiempo el del ito de genoc idio está contemplado dentro del Código pena l

peruano, que parte de la Convenció n de Nac iones Unidas de 1948, ha q uedado normado

en el Código Penal, articulo 129, prácticamente con el mismo texto de la Convención.
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El genocidio significa la exterminación metódica de un grupo étnico y es un crimen

contra la humanidad, frente al que todes los paises deben reaccionar. La Convención

sobre 13 imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad

de 1970, señala que el genocid io no prescribe nunca.

El genocidio, de acuerdo con nues tro código es el acto o conjunto de actos que conduce a

la extermi nació n de un pueblo o lesiona gravemente la integ ridad física y moral de los

miembros de ese grupo o lo somete a condiciones que hayan de aca rrea r su destrucción

física total o parcial, entre ot ros.

La Convenció n castiga el prop io genoci dio como los acuerdos que se hagan para

cometerlo , la tentati va o la complicidad. La base subjetiva del deli to es la intención de

cometerlo. es decir, la existencia de do lo. No obst ante. el conocimie nto de que el

resultado se está produciendo o existe n graves riesgos de que vayan a producirse y se

contribuya consciente mente a su desarrollo podr ía revelar la intencion alidad.

Dado que, en muchas ocasiones, los pueblos indígenas afectados por la actividad

petrole ra o minera, han quedado en una de las si tuaciones tipificadas en la definición del

delito -muchas experiencias de pueblos que no han sobrevivido al impacto o que han

visto dram áticamente reducidas su esperanza de vida o sus con diciones de salud física o

mental- se hace neces ario poner atención a los procedim ientos por los que se podría

identificar, alerta r y denunciar este tipo delictivo de amplia repercusión en la conciencia

humanitaria de la Sociedad.

1.7.Le)' General de Salud

La ley general de Salud NO.26842, fue aprobada el 15 de Julio de 1997; en los Articulas

1, JI, IV, V, IX, XII del Titulo Prel iminar y los artículo s 105 y \06 , de esta ley de salud

establece que la salud es condición indispensable para el desarrollo humano y medio

fundamental para alcanzar el bienestar individual y colectivo, se dest aca que la

protección de la salud es de interés publico ,por lo tanto la auto ridad de salud debe

dictar las medidas necesarias para minimizar y controlar los riesgos para la salud

derivados de agentes ambientales.
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En muchos estudios de impactos ambientales y sociales realizados por ONG y

profesionales independientes con relació n al proyecto gas de Camisea describen que

por la explotación de recursos hidrocarb uriferas en la zona de la RENK, han

aumentado casos de enfe rmedades que ha diezmado a poblaciones en aislamiento

voluntaric , es por ello que , ante estos posibles riesgos, es conveniente dictar las

medidas de prevención .mitigaci ón y control indis pensable dado que la población ha

reportado enfermedades gastro intestinales, cólicos, y disen tería en estos últimos

tiempos. El Mi nisteri o de Sa lud a través de la Dirección General de Salud

Ambienta l (D fGESA) tiene como funciones, entre otras, vigilar el estricto

cumplimiento de disposiciones generales referidas a cualquier vert imiento, llevar un

registro ofic ial de los vertimien tos de residuos a las aguas ma rítimas, o terrestres del

país, estudiar solici tudes y expedientes relac ionados con el vertim iento de residuos,

pract icar visi tas de inspecc ión ocular, aprobar los proyectos de plan tas de tratamiento

de aguas servidas etc.

2. Legislación Ambienta l y de Hid rocar bu ros

2.1. Ley Ambiental

Estab lece las normas genera les relativas a la protección y conse rvación del medio

ambie nte y sus recursos. Señala que los aprovechamientos energ éticos se deben realizar

sin ocasio nar con taminación de suelo , agua o aire. Asimismo indica que los Estudios de

Impacto Ambie ntal contendrán una descripción de la act ividad propuesta y de los

efectos directos o indirectos previsibles de dicha actividad en el medio ambiente, una

evaluación técnica de los mismos y las medidas necesarias para evitar o reducir el daño

a niveles tolerables.

• Articulo I, Titu lo Preliminar, derecho irrenunciable a gozar de un ambie nte

saludable, eco lógicamente equi librado para el desarrollo de la vida.

• Articulo III, Titulo Preliminar, acción rápida y efectiva en defensa del medio

ambiente y los recursos naturales.

El articulo del Titulo Preliminar del Código del Medio ambien te y los Recursos

Naturales , decreto legislativo N° 613, establece que:

"Toda persona Tiene el derecho irrenunciable a gozar de un ambiente salud able,

ecológicamente equili brado y adecuado para el desarrollo de la vida, y
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asimismo, ala preservación del paisaje y la naturaleza. Todos tienen el deber de

conservar dicho am biente ."

"Es obl igac ión del estado mantener la calidad de vida de las personas a un nive l

compatible con la dig nidad humar a. Le corresponde prevenir y controlar la

conta minación ambiental y cualquier proceso de deterioro o depredación de los

recursos natura les que pueda interferir en el normal desarrollo de toda forma dc

vida y de [a soc iedad. Las personas están obl igadas a con tribuir y cola borar

inexcusablemen te co n es tos pro pósitos."

El Código del Medio Am biente cuenta con un conj unto de disposiciones de carác ter

preventivo como, por ejem plo, los estudios de Impac to Am biental y de la obligación de

que població n este deb idamente infor mada en la toma de decisiones, es tas dispos iciones

por su naturaleza prevent iva , deben gene rar efcctcs antes que eventualmente se

produzcan daños. Los a fectados por causes ambientales en nues tro sis tema legal exige

una acción rápida y efectiva en la defensa del med io ambiente y los recursos naturales

(articulo III del Tit ulo Preliminar del Código del Medio Am biente .

2.2. Ley O r gáni ca de Hidrocarburos y su Reglamento

Es la norma base que regula las actividades de hidrocarb uros en el te rritorio nacio nal

sobre la base de la libre competencia y el libre acceso a la actividad eco nómica. con la

finalidad de lograr el bienestar de la persona humana y el desa rrollo nacional(articulo2).

Esta ley establece que cualquier persona natural o jurídica, nacional o ex tranjera, podrá

const ruir, operar y mantener duetos para el transporte de hidrocar buros y de sus

productos derivados, cumpliendo los requisitos que las normas sobre la materia exijan.

La ley seña la que se esta blecerán áreas de serv idumbres legales de paso en los casos que

sea necesario para las act ividades de exp loración, explo tació n, duetos y distribución de

gas natural.

El artículo 8r.- de la Ley Orgánica de Hidrocarburos es tablece que las personas

naturales o juríd icas que desarrollen actividades de hidrocarburos deberán cumplir con

las disposiciones sobre protección al medio ambiente. En caso de incumplimiento de las

citadas disposiciones el Mi nisterio de Energía y Minas dic tará las sanc iones pert inentes
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y podrá llegar hasta la terminación del contrato respectivo, en concordancia con los

artículos 53, 54, Y55 del reglamento para la Pro tección Am biental en las Actividades de

Hidrocarburos en su artículo 82, 83 que para los derecho de serv idumbre, de uso de

aguas y derech os de supe rficie sc ges tionaran los permisos necesarios para llevar a cabo

las actividades correspond ientes.

2.2.1. El Reglamento par-a la Protección Amb ienta l en las Act ividades de

Hidrocarburos - O. S. No. 046-93- EM (1 2~1 1 -93 ) , establece los quehaceres de la

actividad petro lera bajo el concepto de desar rollo sos teni ble(arliculo 1) y sus

disposiciones alcanzan a todas las personas naturales y j urídicas cuya actividad tengan

lugar dentro del territorio nacional y que desarro llen actividades de

hidrocarburosfarti culo 2), asimismo , el reglamento indica que estas personas son

responsables por las emisiones , vert imientos y disposiciones de desechos al ambiente

que se produzcan como resultado de los procesos efec tuados en sus

instalaciones(ar ticulo 3), y además establece n las especifi caciones que se deberán tomar

en cuenta para la construcció n de oleo ductos y gnsoduc tos.

3. Marco In stitucion al a mbien ta l

3.1. C reación de C omisión Naci ona l de Pueblos Ind igena s y Af ro
Peru an os - CO NAPA

Es una instancia que depende de la Preside ncia del Concejo de Ministros PCM y su

secretaria técnica SETAI, responsables dc las actividades relacionadas con los pueblos

indígenas y afro perua nos . La Secre ta ría Téc nica de Asuntos Indígen as (SET ,\ I) es

el órga no enca rgado de promover, coordi nar, diri gir, supervisar y eval uar las po líticas,

planes, programas y proyectos con enfoque de género para el desarrollo de las

comunidades cam pesinas y nativas, respetando su identidad étn ica y cultural y sus

fo rmas de organ ización. Es un organismo dependiente de la Presidencia de l Consejo de

Ministros.

3.2. Defenso ria del Pu eblo

La Defcnsc na del Pueblo es una instancia que le correspon de velar para que las diversas

en tidades del es tado cumplan sus debe res de la adm inistración estata l y asegurar el

52



acceso de la soc iedad civil a la información . Fue creada median te ley Orgánica No.

26520, es un órgano constitucional autónomo y tiene las sigu ientes at ribuciones de

invest igar, emitir pron unciam ientos Institucionales, promover acc ione s de garantía

cons titucional, promover prOCCSl)$ administrativos, ejercer iniciativa legisla tiva,

promover la firma, ratificación de los pactos internac ionales sob re los derec hos

humanos49
. Insti tuc ión que actúa con independencia, no está sujeta a mandato

imperativo ni recibe ins trucciones de autoridad a lguna.

Su Reglamento de Organi zación y Fur. ciones, establece que los órganos de al ta

dirección de esa e ntidad son el Primer Defensor de l Pueblo adj unto, un Ga binete de

Apoyo, y un Ge rente General.

3.3. Defe nsoría de Ca mis ea

La Defensoria del Proyecto Camisea fue cread a mediante decreto Supremo No.030·

200:?-J.M, con la finalidad de desarrollar func iones de prevención de conflictos o

controvers ias vinc uladas e xclusivamente a los aspectos am bientales y soc iales del

proyec to, para la puesta en marcha esta acción se designó a la Universidad católica del

Perú como la entidad encargada de conduci r la Defen soria para e l Proyecto Carnisce.

reconociéndose med iante resolución Suprema No. ü52-2002-EM .

La Delcnsctia de Camisea es un organ ismo Aut óno mo, independ ien te y transito rio que

fucil i tar.i la prevenc ión, med iación y concili ació n de con flictos ambien tales y sociales

producidos du rante la const rucción y el pr ime r año de operac ión comercial del proyecto

Cami sea ~'j .

3.4 . El Ministerio d e Ener gía y ,\ Ii IH1 S (MEM)

F~ la autoridad sectorial competente en asu ntos ambientales en e l sec tor enerpfa y

mina s, y ejerce sus funciones a través de la Dirección Gene ral de Asuntos Ambientales

(DGAA). Las au torid ades sectoriales competentes en la aplicación de las disposiciones

del Código de l Medio Ambien te son los ministe rios o los organ ismos fiscalizadores de

los secto res co rrespondientes a las ac tividades que desarrollan las empresas . La Ley

Marco para el Creci miento de la Invers ión Privada en el Perú - D . Leg . No. 757,

~., \\ \\ \\ . 1l 11l" lld~n lil n.g, > h_ pe
S" \\ \\ \\ .miocm.pcb.pc '~h; k oJ lllhCa '¡J cr;'- lI ~\)r i a _ il _'I'
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establece las competencias sectoriales de Jos ministerios para tratar los asuntos

am bientales señalados en el Código del Medio Ambien te y de Jos Recursos Naturales ­

D. Leg. No. 6 iJ .

3.5. O rga nismo Superv iso r de Invers ión de Energ ía - OSI:'lE RG.

Creado por la Ley No. 26734 (3 1-12-96), es el en te enca rgado de fiscal iza r los aspectos

legales y técnicos de las activi dades de hidrocarburos en el país, así como garantizar el

cumplimiento de las disposiciones legales y técnicas referidas a la conservación y

protecc ión del medio ambie nte en el desarrollo de las actividades de hidrocarburos. De

manera más especí fica, e l Reglamento de Transporte de Hidrocarburos por Duetos - D.

S. No. D4 1-99·EM del 15·09·99. establece las funciones fiscal izadoras y las

obligacio nes del OSINERG.

3.6. Grupo Técnico de Coordinación In tcrin stitu cion al - GT CI

El grupo técnico de Coordi nación lnterinstitucional GTCI , fue creado med iante decreto

Supremo No. 120·2 DD2·PCM con la finalidad de fortalece r la presencia la presencia del

gobierno en la supervisión integ ral del proyecto camisea y promover una visión de

desarro llo sostenible con la participación de las poblaciones localizadas en el área de

influencia del proyecto, esta comisión esta conformado por las entidades con

competencias en los aspectos socia les y ambientales del proyecto de Gas de Camisea y

que es conducida por la oficina GTCI Camisea que depende directamente del vice

minister io de Energ ía. estableció el grupo técnico de coordi nación inrerínsurucional a

fin de estructur ar una estrategia integ ral y gestionar ante el BID un proyecto de

financiamiento ex terno orien tado a forta lecer la capacidad del GOP; desde entonces el

G'I'Cl viene participando en inspeccio nes de campo, partic ipación en aud iencias

publicas, emi tiendo opinión técnica sob re lo'> estudios am bientales pendientes y

manteniendo reuniones periódicas de evaluación con los consorcios sobre su gestión

ambiental y social.
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4. An á lisis de l r ol de los acto res : esta do, emp resa y pu ebl os ind ígenas

4.1.[,1 mec anismo de p r otecci ón a los pueblos afe ct ados

Existen casos similares resueltos por la CIDH de la ü EA sobre derechos indígenas, a

conti nuación ponernos ejemplos que permiten esclarecer y poner en discusión sobre el

caso de (os pueblos afectados por el Proyecto Cam isea.

• A los Yanomamis de Brasil se les reconoce su derecho a la vida, libertad y

seguridad personales amenazada por la co nstrucc ión de una carrete ra en sus

terr itorios y la co nsecuente invasión de los "garim peiros" que imponían otro lipa

de desarrollo co n efectos etnocidas.

• En el caso de Misquitos se logró que el es tado de Nicaragua reconozca la

sit uación de histórica desprotección, marg inación y destrucción cultu ral que ha

sufrido este pueblo y se estableció un régimen de autonomía regional sobre sus

territorios, acorde con los princ ipios de libre determinación pero dent ro del

estado unitario de Nicaragua.

• El caso de los Indígenas Huaorani del Ecuador, tiene mucha semejanza con el de

la REN K, ya que se trata de un pueblo también en ccntacto inici al y amenazado

por operaciones hidrocarburi feras. igualmente se logra a reconocer el de recho a

no ser violentado y vivir a su propia manera.

4.2. Los roles de los actores d irectos co n rela ción a los derechos d e los Pueblos

In dígenas en Aislam iento Volunta r -i o

4.2.1. Es tado

La problemática de la." actividades petro leras en la amazcnia gira actualmente en tomo a tres

ejes principales":

• los pueblos indíge nas y otras poblacio nes locales,

• el gobierno, como administrador del patr imonio nacional y

pueblo peruano

• las empresas.

representante del

~I Modulo de espec ialización por país. " En Rol det estado y Entidades Vinculadas a las Actividades
Hsdrocarburueros ", Febrero del 2004 . Quito Ecuador.
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Cada uno de estos actore s tiene normas que definen sus derech os y obligaciones. Pero estas

normas, derechos y obligaciones no han sido cotejados en interacción de manera que los

respectivos Intereses puedan se r proteg idos equilibradamente.

Sin esos mecan ismos de coordinación, práct icos, efect ivos y racionale s, la balanza suele

inclinarse hacia el que más puede , a pesar de que por sentido común y por principio, en

todo conflicto de intereses debería asegura rse en primer lugar aquel interés que orienta y da

sentido al pacto social: la protección de la vida y el respeto por la persona humana .

En el Perú , la Constitución es clara al ubicar ese bien superior como la razón de la existencia

del Estado y su protección es su más importante misión.

4.2.2. Empresa

A pesar que existen hoy en dia normas ambientales y una mayor con ciencia inte rnacional y

nacional para proteger el medio ambiente y las comunidades indígenas que hace veint e

años , por lo tan to las empresas petroleras deben ser concientes que deben real izar sus

actividades de acuerdo con las nuevas normas internaciona les y la legislación y la

reglamentación ambienta l en los paises dond e operan. Poco han cambiado

sustant.varnente, desde hace una década las polí ticas y procedimientos de las empresas y

el Estado en cuanto al cumplimiento de los derechos indígenas , cuando se planean y/o

realizan operaci ones pet ro leras en sus territorios .

Pese a que desde 1993, es tá vigente en e l Perú e l Convenio 169 que prescribe la debrda

consulta por parte del Estad o a los puebl os indígenas antes (k autor izar el ingreso de las

petro leras a sus tierras. sin embargo esta norma aun no se cumple.

Cuando llegaban las empresas a las comunidades a hacer los primeros est udios, recién la

poblaci ón se ente raba que existía un contrato suscrito entre la em presa y el Es tado para

exploración y exp lotación de hidrocarburos en sus territorios.

4.2.3. Pueblos Ind ígenas

Las organizac ione s indígenas encabezadas por AIDESI:P y [as bases afectadas

asumieron su rol de de fensa de los derechos de sus pueblos. se dio la voz de alerta

informando en talleres y asambleas [as graves consecuencias de esta actividad en los

territorios indígenas y de otros pueblos indígenas de la cuenca amazón ica.
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Así comenzó el arduo trabajo de las organizaciones indígenas , en ca rrera por llega r a las

cornumdades antes que las empresas y advertirles las imp licancias de ace ptar los

acuerdos que ofrecían los relacionistas comunita rios, que permitia generalmente el

ingreso y tránsito de la empresa, sin limitaciones sobre e l área de la comunidad, as í como

el uso de los recursos naturales a cambio de regalos insignificantes y en condiciones de

tota l desventaj a y mala fe.

La reacc ión de las empresas no se hizo espe rar, con el respa ldo o complacencia de

funcionarios del Gobi erno, ut ilizaron todos los medios posib les para quebrantar la

integridad socia l, cultura l y orgunizariva de las comunidades , así com o la voluntad )'

libertad de los pueblos indígenas involucrados en sus áreas de operaciones.

4.3. La participación de las Organ izaciones: Lns mecanismos necesarios

Para la reivindicación de los derechos en defensa de estos puehlns.

l .a Organización nacional en el Pe rú de mayo r trayectoria y reconocimiento, por la

defensa de los pueblos indíge nas es la Asociación lnteré tnica de desarro llo de la Selva

Peruana AIDESEP, organización que repre senta a todos los pueblos indígenas de la

umazoma peruana. distribuidos en J250 comunidades indígenas y en reservas

terr itoriales crea das a favor de los puebl os en ais lamiento voluntario y contac to inic ial.

Existen otras Organizaciones nacionales que por su accionar a favor de las compañías

han sido cuestionados por los pueblos indígenas52
. Esta organ izac ión estuvo a favor de

acelerar el proceso de contacto, de for ma que estos pueblos gocen de los benefi cios de

la sociedad nacional y la cultura occ idental' ".

A difere ncia de A IDESEP que si sa bia que detrás de las petro leras está la destrucción de

los pueb los indíge nas Amazónicos y para las pob laciones que se encuentran al entorno

de la reserva aunque la expl otación petro lera posib lemente no significaba amenaza, pues

traía cosas nuevas, y nuevas necesidades, res ultan atractivas. l.l acci onar de las

empresas es de entregar obsequios y les prestan servic ios ; pero con eso no quiere dec ir

que: ellos hayan consen tido sin condiciones la expl otación petro lera dentro de su

\: COf'.< AP, Organizac ión Nac iona l que siempre favorece a las cc mpnñtas petro leras y sub vencionad os
por ellos, por lo que SIL act uaci ón como organizac ión indígenas es parcializada.
. ' Declaración de Cesar Surasaru . Presidente de la CONA P; en la reunión co n Dermis Ftanery Director del
BID en LIma. 12 de Mayo dcl 2003 .
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territorio . Por lo que para los pueblos indígenas un consentimie nto significa consulta

previa, un entendim iento del desa rrollo de las activi dades petroleras y de Jos que está

significan para su futuro, aunque para los pueblos indígenas en ais lamie nto volunta rio

significa que (a entrada de las petroleras, trae enfermed ades y la red ucción de su espacio

territoria l y la vulnerabilidad misma de sus vidas.

Frente a esta situació n para salvaguardar la vida y la salud de los pueblos indígenas en

aislamiento voluntario AIDE SEP , ha presen tado una demanda de "Acción Popular" al

gobierno peruano por cometer un acto de incond ic ionalidad con la empresa por

tergiversar el pedido indígenas de elevar la categoría de la norma que establece la

Reserva del estado a favor de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario emitiendo

un decreto sup remo No.028-AG, en cuyo Art iculo 6 se le reco noce a la CONAPA, el

derecho de TUTELA , una organ ización sin Ta ngo adm inistrat ivo, que simplemente

cump len desig nios de los pode res que gobie rnan dentro del esta do.

Frente a todo esto AIDESEP exige" :

1. La inmediata paralización de las operaciones del Proyec to Camisea, que se

vienen realizando al inte rior de la Reserva Nahua Kugapakori hasta que los

pozos sean trasladados fuera de la reserva.

2. La decla ración de intangibi lidad de la Reserva del estado Nahua Kugapakori

3. La identificación y saneamiento de todos los impactos socio ambientales

causados por las operac iones del Proyecto Camisea en las Comunidades

Indígenas de la zona.

4. Asegurar mecan ismos de participación indígena directa en el control , evaluación

y monitoreo independie nte del proyecto, especialmente en materi a de salud e

invasiones.

5. la paralizac ión del proceso de colon ización del Alto Uru bamba que ha gene rado

el proyecto.

6. sancionar a las empresas responsables de los daños irreversibles ocasionados a la

Reserva Vilcabamba y los hab itantes pris.inos del Bajo Urubamba. (Ver Anexo

08).

S~ Carta de Antonio Iv¡che Quique; Pres idente de AlD ESEP; dirig ido a Enrique Igles ias, Presidente del
DIO en Lima: 23 de marzo del 2004 .-preseocado en la reunión Anual de la Asamblea de Gobernadores del
bance tnteramerlcana de desa rrollo -Pe rú
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A asimismo las inst ituc iones y organizaciones de la sociedad civil q ue trabajan en el

área del influencia del proyec to Cam isea se han dirigido a l presidente de l BID, para que

se de cumplimiento de la s condiciones de l prés tamo para el proyecto Carnisca: y

solici tando que el gobierno peruano invite al relator de la Naciones Unidas para los

derechos humanos y libertades fundamentales de los pueblos indígenas .para que

puedan revisar la si tuació n de los derechos humanos de los pueblos indígenas

habitantes dentro de la reserva Kuga pakor i Nahua y caute lar de es ta manera y que no se

desarrol lar á ningún trabajo dent ro de la reserva hasta que llegue el re lator espec ial de la

ONU" .(Ver Anexo 09).

~ < OrgMi¡,Sciones firmantes, CO MARU, CEDIA, APRüDEH, Racimos de ll ngura hui, IBIS, Shinai
Serjali, Oxfam América .
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